PALABRAS DEL SECRETARIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, FRANCISCO GIL DÌAZ, EN LA REUNIÓN PLENARIA DE LOS TRABAJOS DE LA SEXAGÉSIMA OCTAVA CONVENCIÓN NACIONAL BANCARIA, “LA BANCA PROMOVIENDO EL CRECIMIENTO”

Acapulco Guerrero, 4 de marzo de 2005

Con gusto participo nuevamente en esta importante reunión anual de la banca tan oportuna en una etapa clave del desempeño de nuestra economía.

México cuenta hoy con un sistema bancario sólido, competitivo y sano, sin problemas de solvencia, con altos coeficientes de capitalización, que se desempeña con reglas claras y bajo una supervisión acorde a los más estrictos estándares internacionales. 
El marco normativo que el Congreso aprobó durante los últimos años ha contribuido decisivamente a lograr este resultado y ha colocado a la legislación financiera mexicana a la altura de las más modernas. Dentro del mismo espíritu modernizador y reformador, el gobierno del Presidente Fox prepara un proyecto que contiene un nuevo esquema jurídico complementario de la legislación anterior cuyo objetivo será que, cuando un banco presente problemas de solvencia, se cuente con una salida ágil y ordenada, que proteja los intereses del ahorrador, conserve el sano equilibrio del sistema bancario y evite costos fiscales.

Uno de los objetivos del gobierno del presidente Vicente Fox ha sido consolidar un sistema financiero sano y sólido, elemento básico para un desarrollo económico sostenido. Sin duda hemos avanzado firmemente por ese camino. Ahora, para continuar con dicho esfuerzo es necesario añadir al marco jurídico reglas que definan el papel de las autoridades financieras en relación con las diferentes etapas del ciclo de vida de los intermediarios bancarios.

La primera etapa en el ciclo de cualquier institución bancaria es evidentemente la relacionada con su entrada al sistema financiero:

· Debido a la responsabilidad social y económica que acarrea la actividad bancaria es necesario vigilar que  los nuevos accionistas cuenten con solvencia moral y experiencia financiera.

· El segundo paso es contar con un marco regulatorio que contribuya a que  la nueva institución permanezca sólida a lo largo del tiempo. Por ese motivo se ha reforzado la regulación prudencial en materia de requerimientos de capitalización, administración de riesgos, disciplina de mercado, control interno y gobierno corporativo. También es indispensable supervisar que los bancos funcionen dentro de las reglas y actuar oportunamente cuando se descubra un deterioro que lo amerite.

· Por último es necesario contar con una fórmula de salida que permita actuar a las autoridades de manera ágil y oportuna cuando un banco presente problemas de insolvencia.

La legislación mexicana, pese a sus notables avances, requiere todavía de modificaciones para atender la problemática de resoluciones bancarias y para corregir algunas ambigüedades: 

· Primero, las relativas a causales de revocación: las leyes contienen una causal clara que define incumplimiento a partir de niveles de capitalización inferiores al 8%. Este nivel que corresponde al mínimo en términos de regulación no es, sin embargo, el punto crítico para detonar un proceso de revocación. Tampoco se especifican con claridad los criterios para su aplicación. 

· Segundo, también es ambigua la legislación actual en lo que se refiere a la distribución de funciones y competencias entre las diversas autoridades responsables: no se establece con precisión cómo deben coordinarse durante el proceso de resolución.

· Tercero, falta definir plazos para la actuación de las autoridades que limiten los riesgos de corridas financieras, y

· Cuarto, es menester prever los efectos y las consecuencias legales de las resoluciones de la autoridad: el texto legal vigente permite la procedencia de impugnaciones, lo que evidentemente obstaculizaría y podría incluso detener el proceso de resolución.

Además, hay que tomar en cuenta que a partir de 2005 se tiene un seguro de depósito limitado que, en el caso de la liquidación de un banco, sólo cubre cantidades individuales hasta por 400 mil UDIS, lo que aumenta la importancia de que las autoridades actúen oportunamente cuando un banco se acerque a una situación de riesgo.

Para perfeccionar este sistema se requieren tres componentes que se instrumentarían en diferentes etapas: 

a) Sistema de Acciones Correctivas Tempranas

Esta etapa se completó en 2004 cuando el H. Congreso de la Unión aprobó una modificación a la Ley de Instituciones de Crédito y cuando se publicaron Reglas Generales emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores relativas a las acciones correctivas tempranas. 

Este procedimiento obliga a las autoridades financieras a actuar antes de que una institución sufra un deterioro; reduce la discrecionalidad en la aplicación de medidas correctivas y da certeza jurídica a las instituciones, procurando la protección de los intereses del público ahorrador y cuidando el comportamiento fluido del sistema de pagos. Los tres casos relevantes a comentar son: 

· Primero: La institución cumple con un nivel de capital superior al 10%. En este caso, las instituciones tienen la certeza jurídica de que no se les aplicarán acciones correctivas tempranas. 

· Segundo: Si la institución se encuentra entre el mínimo requerido (8%) y ese nivel de 10% sólo se aplican medidas de carácter informativo y de prevención que reconocen que la institución cumple con el mínimo exigido por la regulación. 

· Tercero: Un índice de capitalización por debajo del 8% obliga a que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) imponga una serie de medidas correctivas y se da al banco un plazo máximo de 12 meses para corregir su situación financiera y cumplir con el mínimo que exige la regulación.

Si no se cumple con la restauración del capital en el plazo predeterminado o si el deterioro es grave, se definen causales de revocación.    

Estas medidas corresponden a etapas preventivas: se otorga una “tregua” cuando una institución comienza experimentar un deterioro.

b) Resoluciones Bancarias

La legislación vigente se ha traducido en procesos de resolución excesivamente largos, complicados y costosos. Por ejemplo, el actual marco legal prevé varias opciones para actuar que son independientes entre sí:

· Cuando se otorga un apoyo financiero para el saneamiento de una institución, el esquema de resoluciones vigente prevé la administración cautelar por parte del IPAB, pero también
· Cuando se detectan irregularidades que ponen en riesgo la solvencia de la institución la CNBV tiene la figura de la intervención gerencial y administrativa.

Además, se cuenta también con la opción de revocar la licencia y de liquidar la institución. 

Esta es la razón por la que es necesario modernizar el proceso de resoluciones, el cual debe ser un solo proceso claro con diferentes alternativas que sea, además de oportuno, ágil. Con esto se logrará: 

· Proteger mejor los intereses del público ahorrador,

· Evitar un deterioro innecesario de la institución (reducir costos), 

· Minimizar el impacto negativo sobre el resto del mercado y sus instituciones (eliminar o reducir el daño colateral), y

· Reducir las probabilidades de largos litigios e impugnaciones.

El esquema propuesto contempla los siguientes puntos fundamentales:

· Que cuando el banco se ubique en causal de revocación (índice de capitalización menor al 8%) se le  de  oportunidad de seguir operando, aunque para ello será necesario que se afecten las acciones en un fideicomiso de garantía y se presente el plan de restauración de capital definido en acciones correctivas tempranas.

· Cuando el nivel de capital sea inferior al 4% o se incumpla de manera grave con el plan de restauración de capital no habrá punto de retorno y se ejecutará automáticamente algún método de resolución.

Es un esquema pacífico porque la ejecución del método de resolución se prevé libre de impugnaciones debido a que desde la etapa inicial, como ya he dicho, las acciones del banco se encuentran en un fideicomiso de garantía.

Estos mecanismos se aplican cuando los activos del banco son mayores a los pasivos y se puede dar un proceso de resolución ordenado.

c) Concurso Mercantil 

Cuando un banco tiene pasivos en exceso de sus activos se activa la tercera etapa del proceso de resolución correspondiente al diseño de  un esquema de concurso mercantil para bancos.

La ley de Concursos Mercantiles establece los pasos a seguir en caso de insolvencia de una institución de banca múltiple; sin embargo estos pasos, aunque son excepciones al régimen general aplicable a los concursos mercantiles, no resuelven todos los problemas y son insuficientes para resolver la quiebra de un banco.

Algunos de los problemas son:

· Falta claridad en los supuestos para que un banco sea declarado en concurso;

· No se establece la forma de hacer efectiva la garantía que implica el convenio único de responsabilidad de los bancos que forman parte de un grupo financiero;

· La participación de la junta de acreedores en un banco no tiene el mismo sentido que para una empresa  , y

· No existen procedimientos claros para separar bienes propiedad de terceros administrados por los bancos (fideicomisos, mandatos, etc.).

Por lo anterior, también es necesario reformar este marco jurídico de la ley de Concursos Mercantiles con el objeto de realizar el proceso de concurso de manera que reconozca las particularidades de la actividad bancaria. Para lograr lo anterior una posibilidad es incluir en esta ley un capítulo específico y detallado para el caso de concurso de una institución de crédito.  

La solidez del sistema financiero es una realidad y por eso mismo es oportuno prever con claridad en la estructura jurídica el esquema de resoluciones bancarias; se está trabajando para enviar este año la iniciativa al H. Congreso; asimismo, continuaremos con los esfuerzos para tener un sistema financiero acorde con las mejores prácticas y esquemas internacionales, para lo cual les pido seguir contando como siempre con su cooperación y apoyo.
Muchas Gracias
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